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SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 22 de enero de 2020. 

El apelante, José López Torres, solicita que revoquemos una 

sentencia emitida el 9 de mayo de 2019 por el Tribunal de Primera 

Instancia (TPI), Sala de Ponce, mediante la cual lo encontró culpable 

por el delito de lesión negligente tipificado en el Artículo 110 del 

Código Penal de 2012, 33 LPRA § 5163. Además, lo encontró 

culpable por infracción al Artículo 5.07 de la Ley Núm. 22-2000, 

conocida como Ley de Vehículos y Tránsito de Puerto Rico, 9 LPRA 

sec. 5127. 

El 13 de junio de 2019, ordenamos al TPI elevar los autos 

originales del caso en calidad de préstamo. El 17 de septiembre de 

2019, el apelante presentó su alegato. Estipulada la transcripción 

de la prueba oral, el 25 de septiembre de 2019, dimos por recibida 

la misma. Posteriormente, el 1 de noviembre de 2019, el Procurador 

General presentó su oposición al recurso. 

Luego de analizar los alegatos de ambas partes, los autos 

originales del caso y especialmente la transcripción de la prueba, 
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atendemos y resolvemos las controversias presentadas ante nuestra 

consideración. 

I 

El 10 de mayo de 2017, el Ministerio Público presentó contra 

el apelante una denuncia por violación al Artículo 110 del Código 

Penal de 2012, supra, que tipifica el delito de lesión negligente en la 

que se le imputó que: 

Para el día 10 de noviembre de 2016 a eso de las 4:30 

aproximadamente de la tarde […] ilegal, de forma 
imprudente y negligentemente temeraria conducía de 

Note a Sur en la carretera 132, en el área de curva un 
vehículo de motor modelo Kia Soul, año 2012, con 
menosprecio de la seguridad de las personas y 

propiedad. Consistente en que al llegar al km 2.3 del 
Barrio Jagua de Guayanilla, invadió el carril contrario 

razón la cual impacta con la parte frontal izquierda de 
su vehículo la parte izquierda frontal del vehículo Jeep 
Suzuki, Modelo Samurai, año 1987, Tablilla IMK-871, 

conducido en dirección de Sur a Norte por la 
mencionada vía por el Sr. Enrique Velázquez Ortiz. La 
negligencia del acusado ocasionó que el perjudicado Sr. 

Velázquez Ortiz resultara con heridas en distintas 
partes del cuerpo lo que requirió hospitalización. 

 

Además, y en la misma fecha, el Ministerio Público presentó 

una denuncia por violación al Artículo 5.07 de la Ley 22-2000, 

supra, en la que se le imputó que: 

Para el día 10 de noviembre de 2016 a eso de las 4:30 

aproximadamente de la tarde […] ilegal, de forma 
imprudente y negligentemente temeraria conducía de 

Sur a Norte por la carretera 132, en el área de curva, un 
vehículo de motor modelo Kia Soul, año 2012, con 
menosprecio de la seguridad de las personas y 

propiedad. Consistente en que al llegar al km 2.7 del 
Barrio Jagua de Guayanilla, invadió el carril contrario 
impactando con la parte frontal del Kia Soul la parte 

lateral izquierda trasera del vehículo de motor Toyota 
Solara del año 2006 con tablilla GSR.901. En dirección 

de Norte a Sur, conducido por la Sra. Ana Brocco 
Miranda. Los daños fueron estimados por la cantidad de 
$3,000. Luego impactó el vehículo Jeep Marca Suzuki 

Samurai, color gris conducido Sr. Velázquez Ortiz (tab 
IMR871).1 
 

                                                 
1 La denuncia fue enmendada a mano para añadir a los actos imputados el 

segundo impacto al vehículo de motor conducido por el señor Enrique Velázquez 

Ortiz. 
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Celebrado el juicio en su fondo por tribunal de derecho, el 15 

de marzo de 2019, el TPI encontró culpable al apelante por 

infracción al Artículo 5.07 de la Ley 22-2000 en cuanto al impacto 

al vehículo que manejaba el señor Velázquez Ortiz y procedió a 

absolverlo con relación al impacto recibido por la señora Brocco. De 

igual manera, el foro apelado declaró culpable al apelante por 

violación al Artículo 110 del Código Penal imponiéndole una pena 

de 3 años bajo el régimen de sentencia suspendida e impuso el pago 

de cien dólares ($100.00) del arancel especial de la Ley 183. 

Inconforme con el dictamen emitido, el 30 de mayo de 2019, 

el apelante presentó el recurso que atendemos en el que hizo los 

siguientes señalamientos de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Ponce, al encontrar culpable al apelante del delito 
imputado de Lesión Negligente (Art. 110, CPPR), cuando 
no hubo prueba sobre todos los elementos del delito 

imputado y, en específico, en ausencia total de prueba 
médica. 

 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 
Ponce, al encontrar culpable al apelante del delito 

imputado de Negligencia al conducir un vehículo de 
motor (Art. 5.07), cuando no hubo prueba sobre todos 
los elementos del delito imputado, y en específico, 

cuando hubo identificación de él como autor del delito. 
 

Erró el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 
Ponce, al encontrar culpable al apelante de los delitos 
imputados cuando no se probó su culpabilidad más allá 

de duda razonable. 
 

II 

 
A. Presunción de inocencia, duda razonable y deferencia 

judicial al juzgador de los hechos 
 

 En la Sección 11 del Art. II de la Constitución de Puerto Rico 

se consagran varios derechos fundamentales que le asisten a todo 

acusado de delito en nuestra jurisdicción, incluyendo el derecho a 

gozar de la presunción de inocencia. Art. II, Sec. 11, Const. E.L.A., 

1 LPRA. El derecho a la presunción de inocencia también está 

reconocido estatutariamente a través de la Regla 110 de las Reglas 

de Procedimiento Criminal, la cual expresa que “[e]n todo proceso 
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criminal, se presumirá inocente al acusado mientras no se probare 

lo contrario, y en caso de existir duda razonable acerca de su 

culpabilidad, se le absolverá”. 34 LPRA Ap. II, R. 110. Las Reglas de 

Evidencia de 2009 también recogen el derecho a la presunción de 

inocencia que le asiste a todo acusado mediante su Regla 110(f), al 

expresar que “[e]n los casos criminales, la culpabilidad de la persona 

acusada debe ser establecida más allá de duda razonable”. 32 LPRA 

Ap. VI, R. 110(f). 

 Para derrotar la presunción de inocencia que le favorece a todo 

acusado, el Ministerio Público tiene la carga de la prueba para 

establecer más allá de duda razonable que se cumplieron con todos 

los elementos del delito imputado, su vínculo con el acusado y la 

intención o negligencia criminal de éste. Pueblo v. Acevedo Estrada, 

150 DPR 84, 99 (1999). Además, el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

se ha expresado a los efectos de que probar la comisión del delito 

más allá de duda razonable “[e]s consustancial con la presunción de 

inocencia y constituye uno de los imperativos del debido proceso de 

ley”. Pueblo v. Irizarry, 156 DPR 780, 786 (2002); Pueblo v. De León 

Martínez, 132 DPR 746, 764 (1993). 

 El concepto de duda razonable ha sido definido por el Tribunal 

Supremo como “aquella duda fundada que surge como producto del 

raciocinio de todos los elementos de juicio involucrados en el caso”. 

Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 788. No se trata de una duda 

especulativa o imaginaria ni de cualquier duda posible. Id. Añade el 

Tribunal Supremo lo siguiente: 

“Para que se justifique la absolución de un acusado, la 
duda razonable debe ser el resultado de la 
consideración serena, justa e imparcial de la 

totalidad de la evidencia del caso o de la falta de 
suficiente prueba en apoyo de la acusación. En 

resumidas cuentas, “duda razonable” no es otra cosa 
que la insatisfacción de la conciencia del juzgador 
con la prueba presentada”. Id. (Énfasis nuestro). 
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La determinación de que se probó un delito más allá de duda 

razonable ciertamente es revisable por este tribunal. A tales efectos, 

el Tribunal Supremo reiteró la norma firmemente establecida en 

cuanto a la revisión de un fallo de culpabilidad: 

“Reiteradamente hemos afirmado que esta 
determinación es revisable en apelación, pues la 

apreciación de la prueba desfilada en un juicio es un 
asunto combinado de hecho y derecho. De igual forma, 

la determinación que ha hecho el juzgador de los hechos 
a nivel de instancia a los efectos de que la culpabilidad 
de la persona imputada ha quedado establecida más 

allá de duda razonable es revisable en apelación como 
cuestión de derecho”. Pueblo v. Rodríguez Pagán, 182 

DPR 239, 259 (2011) (Escolios omitidos). 
 

Sin embargo, a pesar del poder revisor que le asiste a los 

tribunales apelativos en cuanto a las determinaciones de 

culpabilidad, el Tribunal Supremo también reiteró la deferencia 

debida al juzgador de los hechos: 

“No obstante, dado que le corresponde al jurado o, en 

su defecto, al juez dirimir los conflictos de prueba, no 
intervendremos en tales determinaciones en 

ausencia de pasión, prejuicio, parcialidad o un error 
manifiesto. Más bien, la determinación de 
culpabilidad que hace el juzgador de los hechos a 

nivel de instancia es merecedora de una gran 
deferencia por parte del tribunal apelativo”. Id. (Énfasis 

nuestro). Id.  
 

 Conforme a lo anterior, la norma general es que aceptaremos 

“como correctas las determinaciones de hechos de los tribunales de 

instancia, al igual que su apreciación sobre la credibilidad de los 

testigos y el valor probatorio de la prueba presentada en sala”. 

Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750, 771 (2013). 

La excepción que permite que descartemos las 

determinaciones de hecho del foro de instancia es que el mismo haya 

actuado mediando pasión, prejuicio o parcialidad, o que haya 

incurrido en error manifiesto. Id. Esto es así porque “aunque el 

arbitrio del juzgador de los hechos es respetable y merece deferencia, 

no es absoluto y una apreciación errónea de la prueba no tiene 

credenciales de inmunidad frente a la función revisora de este 
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Tribunal”. Méndez v. Morales, 142 DPR 26, 36 (1996). Por tanto, “si 

de un análisis de la totalidad de la evidencia este Tribunal queda 

convencido de que se cometió un error, como cuando las 

conclusiones están en conflicto con el balance más racional, 

justiciero y jurídico de la totalidad de la evidencia recibida, las 

consideraremos claramente erróneas”. Id. 

Por otro lado, “en casos penales debemos siempre recordar 

que el referido proceso analítico tiene que estar enmarcado, por 

imperativo constitucional, en el principio fundamental de que la 

culpabilidad del acusado debe ser probada más allá de toda duda 

razonable”. Pueblo v. Irizarry, supra, pág. 789. Por ello, se han 

revocado determinaciones de culpabilidad en las cuales las 

determinaciones de hecho del foro a quo son sostenibles por la 

prueba desfilada en el juicio, pero no establecen la culpabilidad del 

acusado más allá de duda razonable. Id. Los tribunales apelativos, 

al igual que el juzgador de los hechos, tenemos el derecho y el deber 

de tener la conciencia tranquila y libre de preocupación. Id., pág. 

790. 

 Al momento de decidir si ejercemos o no nuestra función 

revisora en cuanto a la apreciación de los testimonios vertidos en el 

juicio, debemos tener presente las normas establecidas en las Reglas 

de Evidencia de 2009. Específicamente, la Regla 110(c) de Evidencia 

dispone que “[p]ara establecer un hecho, no se exige aquel grado de 

prueba que, excluyendo posibilidad de error, produzca absoluta 

certeza”. 32 LPRA Ap. VI, R. 110(c). La Regla 110(d) añade que “[l]a 

evidencia directa de una persona testigo que merezca entero 

crédito es prueba suficiente de cualquier hecho, salvo que otra 

cosa se disponga por ley”. 32 LPRA Ap. VI, R. 110(d). (Énfasis 

nuestro). 

Por su parte, la Regla 110(h) expresa, en síntesis, que 

cualquier hecho en controversia se puede probar mediante evidencia 
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directa o evidencia indirecta o circunstancial. 32 LPRA Ap. VI, R. 

110(h). Cuando hablamos de evidencia directa nos referimos a 

aquella prueba que establece el hecho en controversia sin que medie 

inferencia o presunción alguna y que, de ser cierta, demuestra el 

hecho concluyentemente. Id. Por otro lado, la evidencia indirecta o 

circunstancial se refiere a aquella que tiende a probar el hecho en 

controversia mediante la prueba de otro hecho distinto; o aquella 

prueba que, en conjunto con otros hechos ya establecidos, una 

persona puede razonablemente inferir que se probó el hecho en 

controversia. Id. 

 Tomando en cuenta lo anterior, también debemos tener 

presente que cuando existe un conflicto entre la prueba que se 

presentó en el juicio, corresponde precisamente al juzgador de los 

hechos dirimirlo. Flores v. Soc. de Gananciales, 146 DPR 45, 50 

(1998). Para evaluar la credibilidad del testimonio oral, el juzgador 

de los hechos debe analizar el testimonio en su totalidad. Pueblo v. 

Rodríguez Román, 128 DPR 121, 129 (1991). Por tanto, el Tribunal 

Supremo ha resuelto que: 

“[…] el hecho de que existan contradicciones en las 

declaraciones de un testigo, eso de por sí solo, no 
justifica el que se rechace dicha declaración en su 
totalidad si las contradicciones no son decisivas y si el 

resto del testimonio es suficiente para establecer la 
transacción delictiva, superar la presunción de 

inocencia y establecer la culpabilidad más allá de duda 
razonable. No debe resolverse un caso por aquellos 
detalles que no van a la misma médula de la 

controversia”. Pueblo v. Falcón Negrón, 126 DPR 75, 80 
(1990). 

 

 Resulta pertinente aclarar, además, que no existe el 

testimonio perfecto, “el cual, de ordinario, en lugar de ser indicativo 

de veracidad, es altamente sospechoso por cuanto, por lo general, 

es producto de la fabricación”. Pueblo v. Cabán Torres, 117 DPR 645, 

656 (1986). 
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B 

 El Art. 5.07 de la Ley 22-2000, supra, establece como regla 

básica que “[t]oda persona que condujere un vehículo de forma 

imprudente o negligentemente temeraria, con menosprecio de la 

seguridad de personas o propiedades, incurrirá en delito menos 

grave […]”. (Énfasis nuestro). Asimismo, establece que una vez 

convicta, la persona será sancionada con una pena de multa no 

menor de quinientos dólares ($500) ni mayor de mil dólares 

($1,000).  

C 
 

El Artículo 21 del Código Penal de 2012, establece que una 

persona solamente puede ser sancionada penalmente si actuó a 

propósito, con conocimiento, temerariamente o negligentemente con 

relación a un resultado o circunstancia prohibida por ley. 33 LPRA 

§ 5034. Entiéndase pues, que una persona puede responder 

criminalmente no solo cuando actúa con intención o de manera 

temeraria, sino cuando su actuación es negligente. 

A tales efectos, el Artículo 22 del mismo código, 33 LPRA § 

5035, dispone sobre los elementos subjetivos del delito como sigue: 

“Una persona actúa negligentemente cuando debió 
haber sabido que su conducta genera un riesgo 
sustancial e injustificado de que se produzca el 

resultado lesivo o la circunstancia prohibida por ley. El 
riesgo debe ser de tal grado que, considerando la 

naturaleza y el propósito de la conducta y las 
circunstancias conocidas por el actor, la acción u 
omisión de la persona constituye una desviación crasa 

del estándar de cuidado que observaría una persona 
razonable en la posición del actor.” 

 

 Cuando la ley dispone que una persona debe actuar 

negligentemente con relación a un resultado o circunstancia, el 

elemento subjetivo queda satisfecho también si la persona actúa 

temerariamente, con conocimiento o a propósito con relación al 

resultado o circunstancia. 33 LPRA § 5036. 
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 En cuanto al delito imputado al apelante en el presente caso 

sobre Lesión Negligente, el Artículo 110 del Código Penal de Puerto 

Rico, supra, indica: 

Toda persona que negligentemente ocasione a otra una 

lesión corporal que requiera hospitalización, o 
tratamiento prolongado, incurrirá en un delito menos 

grave, pero se le impondrá pena de reclusión por un 
término fijo de tres (3) años. 
 

De la lesión negligente constituir una lesión mutilante, 
se incurrirá en delito grave el cual será sancionado con 
una pena de reclusión por un término fijo de ocho (8) 

años. 
 

Se entenderá como lesión mutilante, el ocasionar un 
daño permanente en cualquier parte del cuerpo a una 
persona, desfigurar el rostro o inutilizar 

permanentemente su capacidad para oír, ver o hablar. 
(Énfasis nuestro). 

 

Como puede apreciarse, el delito tipificado en el mencionado 

artículo es uno cuyo elemento subjetivo es de negligencia, la cual, 

en el ámbito penal a diferencia de aquellos casos de naturaleza civil, 

se refiere no solo a una falta de cuidado, sino que requiere un grado 

de negligencia mayor. Pueblo v. Ortiz Morales, 86 DPR 456 (1962). 

III 

En síntesis, en su recurso, el apelante cuestionó la 

apreciación de la prueba y la credibilidad que el tribunal 

sentenciador dio a la evidencia y los testimonios presentados por el 

Ministerio Público. A tales efectos, alegó que la prueba desfilada era 

insuficiente en derecho para sostener la convicción, toda vez que no 

se probaron todos y cada uno de los elementos de los delitos 

imputados. 

Para poder atender tal reclamo, debemos analizar los 

testimonios vertidos en el juicio, particularmente el testimonio del 

perjudicado, así como aquel del testigo ocular. Luego, debemos 

determinar si tales testimonios son consistentes entre sí y si 

establecieron los elementos de los delitos imputados y la 

culpabilidad del apelante más allá de duda razonable. 



 

 

 

KLAN201900595 
 

 

10 

Como parte de la prueba testifical presentada por el Ministerio 

Público durante el juicio celebrado en este caso, se presentó el 

testimonio del señor Enrique Velázquez, perjudicado en el caso. Este 

declaró, entre otras cosas, que el día de los hechos se encontraba 

transitando por la Carretera Núm. 132 en dirección de Guayanilla a 

Peñuelas. Véase, Transcripción de Vistas de la pág. 252; línea 27 a 

la pág. 253, línea 5. Mientras se aprestaba a tomar una de las tantas 

curvas que hay en dicho tramo, tomando las precauciones que 

normalmente toma al acercarse a una curva que gira a la derecha, 

guardó distancia entre el borde derecho de la carretera.2 Es luego de 

guardar tales precauciones, que se encontró de frente con un 

vehículo que había invadido su carril y el que, pese a su intento de 

evadirlo, lo impactó quedando prácticamente sin conocimiento 

alguno. Véase, Transcripción de Vistas desde la pág. 258, línea 16 

a la pág. 260, línea15. 

El señor Velázquez testificó que perdió el conocimiento hasta 

el día siguiente cuando despierta en una camilla en Centro Médico 

y le explican lo sucedido. Véase, Transcripción de Vistas pág. 262, 

líneas 21-28. Según indicó, estuvo en el hospital alrededor de trece 

(13) días. Véase, Transcripción de Vistas, pág. 271, líneas 3-7. De 

igual manera, durante su testimonio manifestó que antes del 

accidente gozaba de muy buena salud y no tomaba medicamento 

alguno, pero luego del mismo toma varios; entre estos Neurontin, 

Percocet y Relafen. Véase, Transcripción de Vistas, pág. 290, líneas 

20-28. 

De igual forma, durante el juicio, el Ministerio Público 

presentó el testimonio del Sr. Joel Rodríguez. Este expresó que el 

día de los hechos, luego de salir de su trabajo, tomó la carretera 

                                                 
2 Según aclarara el señor Velázquez, el motivo de tal acción fue prevenir no 

impactar a una persona en caso de haber un peatón caminando por la orilla o 

una persona en bicicleta. Véase, pág. 358, líneas 5-23. 
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vieja de Guayanilla hacia Peñuela. Véase, Transcripción de Vistas, 

pág. 121, líneas 25-29. Iba manejando detrás del señor Velázquez. 

Véase, Transcripción de Vistas, pág. 122, líneas 8-11. Estando en 

dicha carretera, pudo observar por el lado derecho del auto del señor 

Velázquez que, cuando este estaba tomando una curva, un vehículo 

que transitaba en dirección contraria invadió el carril impactando 

así el auto que el señor Velázquez manejaba. El impacto fue por el 

área del chofer. Véase, Transcripción de Vistas, págs. 123, líneas13-

29; pág. 124, líneas 1-3; desde la pág. 126:25 a la pág. 127, línea 3. 

Indicó que luego del impacto, se detuvo y se dirigió al vehículo en el 

que se encontraba el señor Velázquez. Al acercarse observó que este 

estaba tirado hacia atrás inconsciente, con la frente ensangrentada 

y procedió a liberarle la pierna-la cual estaba pillada con el cloche- 

y sacarlo del vehículo. Hizo esto porque el auto del perjudicado se 

estaba tambaleando “como para virarse”. Véase, Transcripción de 

Vistas, pág. 133, líneas 4-9; pág. 134, líneas 4-15. 

El señor Rodríguez relató que, mientras estuvo con el señor 

Velázquez en lo que llegaba asistencia, pudo observar a la persona 

que estaba en el otro vehículo accidentado bajarse del mismo y 

caminar hacia otro lado. Identificó en sala al apelante como la 

persona que observó el día de los hechos. Véase, Transcripción de 

Vistas, pág. 138, líneas 3-29. Posteriormente, según detalló, llegó 

personal de rescate y la policía municipal. Igual, al lugar de los 

hechos llegó una ambulancia y los paramédicos se llevaron al señor 

Velázquez. Véase, Transcripción de Vistas, págs. 143-146. 

Como adelantamos, el apelante cuestionó la apreciación de la 

prueba y la credibilidad que el tribunal sentenciador dio a la 

evidencia y los testimonios presentados por el Ministerio Público. 

Reclamó pues, que el Ministerio Público falló en demostrar más allá 

de duda razonable todos los elementos de los delitos imputados. 
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En cuanto al delito de lesión negligente (Art. 110 del Código 

Penal), el apelante sostuvo que no se presentó evidencia que 

demostrara más allá de duda razonable el nexo causal entre el 

accidente ocurrido y la hospitalización o tratamiento prolongado 

recibido por el afectado. Con tal propósito, expuso que, según la 

prueba desfilada, el perjudicado fue movido por un familiar 

inmediatamente ocurrió el accidente vehicular. Alegó que ante la 

falta de testimonio de facultativo médico alguno, no podía 

establecerse que dicha acción no tuvo consecuencias directas en la 

salud del afectado que no pueden ser atribuidas al accidente. Más 

aún, reclamó que, ante la incomparecencia del médico anunciado 

como testigo por el Ministerio Público, procedía aplicar la 

presunción de la Regla 304 (5) de las de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, 

R. 304(5) y el foro sentenciar debió concluir que tal testimonio 

hubiese sido perjudicial para el Estado. 

Del mismo modo, alegó que no se demostraron todos los 

elementos constitutivos de la imprudencia o negligencia del Artículo 

5.07 de la Ley 22-2000. A tales efectos, primeramente, el apelante 

afirmó que el perjudicado declaró que momentos antes de ocurrir el 

accidente se había despegado de la orilla derecha del carril por el 

que transitaba hacia el carril contrario. Es entonces que ocurre el 

impacto entre los dos vehículos y queda inconsciente. De igual 

manera, arguyó que debido a que el lugar donde ocurrió el accidente 

fue al final de una curva, el testimonio del Sr. Joel Rodríguez, quién 

declaró que pudo presenciar cuando el apelante invadió el carril por 

donde transitaba el perjudicado causando la colisión, era uno 

inverosímil por no tener visibilidad alguna. Por tanto, manifestó que 

no se demostró más allá de duda razonable negligencia alguna de 

su parte y debió ser absuelto de los delitos imputados. 

Asimismo, en su alegato el apelante cuestionó la credibilidad 

que le mereció al foro primario los testimonios del señor Enrique 



 
 
 

KLAN201900595    

 

13 

Velázquez y del Sr. Joel Rodríguez. En específico, sostuvo que dichos 

testimonios fueron insuficientes en derecho para atribuirle 

negligencia; elemento esencial de los delitos imputados. 

Evaluados los testimonios vertidos durante la vista en su 

fondo, concluimos que contrario a lo sugerido por el Sr. López, la 

prueba desfilada por el Ministerio Público probó más allá de duda 

razonable que este cometió los delitos imputados y, en 

consecuencia, fue suficiente para sostener la convicción. 

Entiéndase, que el apelante mientras manejaba un vehículo de 

motor sin justificación alguna y de manera negligente, invadió el 

carril contrario, causando así un accidente que, a su vez, ocasionó 

una lesión. Igualmente resolvemos que el apelante no derrotó la 

deferencia que merece la adjudicación de credibilidad y la 

determinación de culpabilidad que hizo el juez sentenciador ante 

quien declararon los testigos. 

El testimonio del perjudicado, así como el del señor Rodríguez, 

los que merecieron entera credibilidad al juzgador de hechos, 

establecieron claramente que mientras conducía un vehículo de 

motor, el apelante invadió el carril contrario sin que existiera una 

justa razón para ello3, que impactó por la parte frontal izquierda 

(lado del chofer) el auto que conducía el señor Velázquez y que, a 

raíz del accidente ocurrido, este tuvo que ser llevado al hospital 

donde permaneció hospitalizado por trece (13) días. 

Ahora bien, el apelante propuso que dichos testimonios no 

deben ser creídos, al señalar que era imposible que el señor 

Rodríguez hubiera podido presenciar lo que así declaró por la 

ubicación en la que se encontraba con relación al accidente, nada 

en su argumento nos mueve a intervenir con la determinación del 

                                                 
3 En el juicio se declaró que el día de los hechos la carretera estaba seca y la 

visibilidad era buena, por lo que no existía una justificación para que el apelante 

invadiera el carril contrario. Véase Transcripción de Vistas, pág. 262, líneas 6-12. 
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foro apelado. Sin embargo, debemos recordar que el juez ante quien 

declaran los testigos es quien tiene la oportunidad de verlos y 

observar su manera de declarar, apreciar sus gestos, titubeos, 

contradicciones y todo su comportamiento mientras declaran; 

factores que van formando gradualmente en su conciencia la 

convicción en cuanto a si dicen la verdad. Suárez Cáceres v. Com. 

Estatal Elecciones, 176 DPR 31, 68 (2009). 

Según surge de la transcripción de la prueba oral, durante el 

testimonio del señor Rodríguez, este fue interrogado de manera 

detallada sobre los hechos ocurridos. Así pues, ante preguntas del 

Ministerio Público y de la defensa, el señor Rodríguez realizó 

distintos gestos físicos y señalamientos a los efectos de poder 

explicar detalladamente su ubicación con relación al accidente; por 

qué y cómo pudo ver entre el vehículo del señor Velázquez al auto 

del apelante invadiendo el carril; y en dónde quedaron los vehículos 

luego del impacto. Tales gestos físicos y señalamientos fueron 

apreciados por el tribunal sentenciador quien, como foro primario, 

estuvo en la mejor posición para aquilatar la credibilidad que tal 

testimonio le merecía. 

Igualmente, para impugnar el dictamen de culpabilidad 

emitido, el apelante reclamó que el Ministerio Público falló en 

demostrar más allá de duda razonable el elemento de lesión 

negligente, en específico, el nexo causal entre el accidente ocurrido 

y la hospitalización que sufrió el perjudicado. En apoyo a su 

argumento, expuso que según testificó el señor Rodríguez, una vez 

ocurrido el accidente, éste procedió a sacar al perjudicado del 

vehículo sin tener preparación alguna para ello. Sugiere así, que 

dicha acción pudo haber afectado la salud del perjudicado y que, 

ante la falta de declaración de un facultativo médico sobre la 

condición del perjudicado durante su hospitalización, no se 



 
 
 

KLAN201900595    

 

15 

demostró que su lesión se debió al accidente y no a la intervención 

del señor Rodríguez. Este argumento no nos convence. 

Ciertamente durante el juicio llevado en contra del apelante 

no se presentó el testimonio del doctor que lo atendió durante su 

estadía en el hospital, por lo cual no se desfiló prueba sobre el 

tratamiento recibido por el perjudicado. No obstante, entendemos 

que la ausencia de tal testimonio no afecta la legalidad del dictamen 

emitido. 

Independientemente del tratamiento recibido por el 

perjudicado durante su estadía en el hospital, la prueba desfilada 

demostró que el perjudicado previo al accidente gozaba de buena 

salud y que el día de los hechos tuvo que ser trasladado en 

ambulancia al hospital, donde permaneció hospitalizado por trece 

(13) días. Concluir que cualquier intervención realizada por el señor 

Rodríguez, en ayuda al perjudicado, fue la causa de tal 

hospitalización, sería una actuación irrazonable. Más aún, al tomar 

en cuenta que, según declarado, la condición en la que el 

perjudicado se encontraba inmediatamente luego de la colisión 

vehicular era tirado hacia atrás e inconsciente4 y con sangre y un 

chichón en la cabeza5. Además, cual testificado, este perdió el 

conocimiento hasta el día siguiente.6 

Por último, es menester señalar que, en su alegato, y a modo 

de defensa, el apelante escuetamente propuso que, si el accidente 

hubiese sido causado por él, la razón fue una situación médica 

sufrida y no elemento alguno de negligencia. Sin embargo, este no 

discutió el planteamiento con la profundidad necesaria para que 

como foro apelativo ejerzamos nuestra función revisora. 

                                                 
4 Véase Transcripción de Vistas, pág, 133, líneas 4-9. 
5 Véase Transcripción de Vistas, pág. 134, líneas 1-5. 
6 Véase Transcripción de Vistas, pág. 262, líneas 15-28. 
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Según mencionamos, nuestra autoridad para intervenir con 

la apreciación de la prueba realizada por el tribunal sentenciador 

está limitada a aquellos casos en que esta no concuerde con la 

realidad fáctica, sea inherentemente imposible e increíble. La 

determinación del TPI de encontrar culpable al apelante por los 

delitos imputados es más que razonablemente representativa de la 

prueba que ese foro tuvo ante su consideración, por lo que no 

intervendremos con esta. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, se confirma la 

determinación apelada. 

Lo pronunció y lo manda el Tribunal y lo certifica su 

Secretaria. 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


